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ADMISIBILIDAD
CLÉLIA DE LOURDES GOLDENBERG y RITA DE CASSIA DA ROSA

(PRECATÓRIOS)

BRASIL

31 de octubre de 2011

I. RESUMEN

1.
El 27 de octubre de 2004 y el 3 de julio de 2006 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió dos peticiones presentadas por el abogado Felipe Néri Dresch da Silveira (“el peticionario”) en las cuales se alegan violaciones similares de los derechos humanos a las garantías judiciales y a la protección judicial en perjuicio de Clélia de Lourdes Goldenberg y Rita de Cassia da Rosa (“las presuntas víctimas”), respectivamente.

2.
En ambas comunicaciones el peticionario describe de manera idéntica que las presuntas víctimas eran viuda e hija, respectivamente, de funcionarios públicos fallecidos, quienes interpusieron acciones ordinarias de indemnización en contra del estado de Rio Grande do Sul y del Instituto de Seguridad Social, a fin de cuestionar el monto recibido por las presuntas víctimas en virtud de pensión por muerte de sus parientes.  De acuerdo con el peticionario, las presuntas víctimas obtuvieron sentencias definitivas favorables a sus pretensiones el 13 de octubre de 1997 y el 3 de marzo de 1998 y, en consecuencia, se emitió títulos ejecutivos judiciales (precatórios) a nombre de cada  una de ellas, los que no han sido pagados hasta la fecha.  El peticionario mantiene que la legislación interna del Estado no contempla un recurso efectivo para obtener del Estado el debido cumplimiento de las decisiones judiciales de carácter monetario que le sean impuestas mediante sentencias definitivas.  Así, sostiene el peticionario que tales sentencias que condenan el Estado al pago de valores a sus acreedores no tienen eficacia práctica alguna.  Por lo tanto, el peticionario alega que la República Federativa de Brasil (“Brasil” o “Estado”) es internacionalmente responsable por la violación de los artículos 1.1, 2, 8, 25 y 28 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“Convención Americana”) en detrimento de las presuntas víctimas.
3.
Por su parte, el Estado argumenta que la petición es inadmisible por cuanto los hechos denunciados no caracterizarían violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana, de acuerdo con el artículo 47.b del mismo tratado.  Al respecto, el Estado admite que  no ha pagado los precatórios emitidos a favor de las presuntas víctimas en virtud de las sentencias definitivas emitidas en el marco de las acciones ordinarias de indemnización interpuestas en contra del Estado, pero que ello se debe a circunstancias fácticas desfavorables, e incluso insuperables, por no disponer de recursos financieros suficientes.  Asimismo, el Estado alega que la decisión del Supremo Tribunal Federal que rechazó las solicitudes de intervención federal en Rio Grande do Sul interpuestas por las presuntas víctimas fue emitida de acuerdo con los principios de la amplia defensa y de igualdad de armas, y que fue debidamente razonada.
4.
Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar la posición de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la CIDH decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 8, 21 y 25 de dicho instrumento, en concordancia con sus artículos 1.1 y 2.  Por otra parte, declara inadmisible lo alegado respecto a la presunta violación del artículo 28 de la Convención Americana.  En consecuencia, decide notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA CIDH

5.
La petición respecto de Clélia de Lourdes Goldenberg fue recibida por la CIDH el 27 de octubre de 2004.  El 3 de julio de 2006, el peticionario presentó información adicional, y denunció los hechos relativos a Rita de Cassia da Rosa.  El 12 de octubre de 2006, la CIDH transmitió las partes pertinentes de las comunicaciones respecto de las presuntas víctimas al Estado.  El Estado dio respuesta a la petición el 29 de octubre de 2007.  El peticionarios sometió información adicional en las siguientes fechas: 17 de septiembre de 2007, 20 de diciembre de 2007 y 22 de septiembre de 2010.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.  Por su parte, el Estado presentó información adicional el 29 de octubre de 2007, de la cual se dio traslado al peticionario.
III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición del peticionario
6.
El peticionario alega que la presunta víctima Clélia de Lourdes Goldenberg es viuda de un funcionario público del estado de Rio Grande do Sul.  Según el peticionario, en febrero de 1996, la señora Goldenberg interpuso una acción ordinaria de indemnización (ação de rito ordinário) en contra de Rio Grande do Sul y del Instituto de Seguridad Social, en virtud de discordar del monto que se le estaba pagando por concepto de pensión de seguridad social.  En primera instancia, dicha acción habría sido rechazada por el Tribunal de Justicia del Estado de Rio Grande do Sul (“TJE/RS”).  No obstante lo anterior, el peticionario sostiene que la señora Goldenberg recurrió contra dicha sentencia, y en segunda y última instancia el Supremo Tribunal Federal (“STF”) emitió una decisión definitiva en su favor, el 3 de marzo de 1998.  El peticionario asevera que, tras la decisión definitiva emitida a favor de la señora Goldenberg, se emitió a su favor el respectivo título ejecutivo (precatório) en agosto de 1999 (por el monto de R$ 138.373,51).  Dicho precatório, conforme al peticionario, debería haber sido ejecutado hasta fines de 2000, sin embargo no ha sido pagado por el Estado hasta la fecha.
7.
Similarmente, el peticionario alega que la presunta víctima Rita de Cassia da Rosa es hija de un funcionario público del estado de Rio Grande do Sul.  Según el peticionario, en septiembre de 1994, la señora da Rosa interpuso una acción ordinaria de indemnización (ação de rito ordinário) en contra de Rio Grande do Sul y del Instituto de Seguridad Social, en virtud de discordar del monto que se le estaba pagando por concepto de pensión de seguridad social.  En primera instancia, dicha acción habría sido rechazada por el TJE/RS.  No obstante lo anterior, el peticionario sostiene que la señora da Rosa recurrió contra dicha sentencia, y en segunda y última instancia el STF emitió una decisión definitiva en su favor, el 13 de octubre de 1997.  El peticionario asevera que, tras la decisión definitiva emitida a favor de la señora da Rosa, se emitieron a su favor dos títulos ejecutivos (precatórios) el 26 de julio de 1999 (por el monto de R$25.909,53) y el 16 de julio de 2001 (por el monto de R$ 2.083,70).  Dichos precatórios, conforme al peticionario, deberían haber sido ejecutados hasta fines de 2001 y 2003, respectivamente, sin embargo no han sido pagados por el Estado hasta la fecha.
8.
En virtud del supuesto incumplimiento del Estado con las sentencias emitidas a favor de las presuntas víctimas, ambas interpusieron solicitudes de intervención federal en Rio Grande do Sul, conforme a los artículos 34, VI y 36, II de la Constitución.  De acuerdo con el peticionario, la solicitud presentada por la señora Goldenberg (Intervención Federal – IF 3350) fue rechazada mediante sentencia emitida por el STF el 3 de abril de 2003, que hizo cosa juzgada el 28 de abril de 2004; mientras que la solicitud presentada por la señora da Rosa (Intervención Federal – IF 4968) fue rechazada mediante sentencia emitida por el STF el 3 de mayo de 2006, que hizo cosa juzgada el 22 de mayo de 2006.
9.
Conforme al peticionario, una vez rechazadas las solicitudes de intervención presentadas por las presuntas víctimas, éstas no tienen alternativa alguna para obligar el Estado a cumplir con las órdenes judiciales de pago de sus precatórios, con lo cual se encuentran en una situación de indefensión absoluta.  En ese sentido, se alega que que la ejecución de tales sentencias contra el Estado puede posponerse indefinidamente, según un orden de prelación, hasta que el Estado disponga de los recursos suficientes para efectuar los pagos de sus haberes.
10.
En virtud de todo lo anterior, los peticionarios alegan que el Estado ha violado los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1, 2 y 28 de dicho tratado, en perjuicio de las presuntas víctimas.
B. Posición del Estado

11.
Preliminarmente, el Estado observa que el expediente de la presente petición indica que hay dos denuncias, una respecto de Clélia de Lourdes Goldenberg y otra respecto de Rita de Cassia da Rosa, ambas presentadas por el mismo peticionario en base a alegatos idénticos.  Respecto de la admisibilidad de dichas denuncias, el Estado alega que los hechos planteados por el peticionario son inadmisibles, toda vez que no caracterizarían violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana, de acuerdo con el artículo 47.b del mismo tratado.

12.
Al respecto, el Estado observa que las acciones ordinarias de indemnización interpuestas por las presuntas víctimas fueron decididas a favor de éstas, mediante una decisión definitiva que hizo cosa juzgada.  En consecuencia, informa el Estado, se inició el proceso de ejecución con la emisión de los respectivos precatórios.  Conforme al Estado, a la Sra. Goldenberg se le emitió el precatório nº 15.254, que debería haber sido pagado hasta el fin de 2000.  Asimismo, el Estado indica que a la Sra. da Rosa se le emitieron los precatórios nº 29.401 y 38.092, que deberían haber sido pagados hasta el fin de 2003 y 2004, respectivamente.  No obstante, el Estado observa que, en virtud de las restricciones financieras enfrentadas y por el orden de prelación establecida por ley, el Estado sólo ha podido pagar hasta el precatório nº 11.728; por tanto, habrían 631 precatórios prioritarios en el orden de prelación, en lo que se refiere al pago debido a la señora Goldenberg, mientras existirían 6.456 y 9.847 precatórios prioritarios en relación a los precatórios de la señora da Rosa.
13.
En base a tales circunstancias, observa el Estado que los pedidos de intervención federal interpuestos por las presuntas víctimas fueron rechazados por el STF porque no se habría demostrado dolo de las autoridades estatales respecto del incumplimiento con dichos pagos.  En todo caso, el Estado observa que la legislación brasileña asegura todas las garantías necesarias para preservar el valor real de las indemnizaciones debidas por el Estado.  Indica entre otros, las medidas para prever el reajuste monetario previo a la liquidación de una deuda cuyo pago haya sido retardado así como la adición del interés pertinente por la mora del Estado.
14.
En conclusión, el Estado resalta que Rio Grande do Sul no ha pagado los precatórios de las presuntas víctimas en virtud de circunstancias fácticas desfavorables, e incluso insuperables, por no disponer de los recursos financieros suficientes para ello.  Adicionalmente, el Estado observa que la Constitución brasileña establece un orden de prelación para el pago de los precatórios a fin de asegurar el tratamiento igualitario de los acreedores del Estado, conforme a una lógica cronológica objetiva.  En ese sentido, el Estado alega que la intervención de la CIDH podría resultar en preferencias arbitrarias respecto del pago de las deudas del Estado, en violación a las garantías previstas en la Constitución brasileña.
IV. ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia
15.
El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la CIDH.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión Interamericana observa que Brasil es Estado parte en la Convención Americana desde el 25 de septiembre de 1992, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Brasil, Estado parte en dicho tratado.
16.
La CIDH también decide que tiene competencia ratione temporis, por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido las violaciones alegadas en la petición.  Tales presuntas violaciones se refieren a la falta de pago de precatórios emitidos en 1999 y 2001 en consecuencia de sentencias definitivas dictadas en el marco de acciones ordinarias de indemnización, el 3 de marzo de 1998 y el 13 de octubre de 1997.  Finalmente, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B. Requisitos de admisibilidad de la petición
17.
En aplicación de la práctica de adoptar decisiones per curiam,
 conforme a  la decisión de la CIDH en el Informe 144/11 sobre la P-1050-06 (Pedro Stábile Neto y otros funcionarios del municipio de Santo André), del 31 de octubre de 2011, la Comisión Interamericana concluye a efectos de la admisibilidad de esta petición, que la legislación brasileña no contempla recursos judiciales efectivos y adecuados para asegurar el pago de los precatórios debidos por el Estado, por tanto se aplica a la presente situación la excepción prevista en el artículo 46.2.a de la Convención Americana, en lo relativo al agotamiento de los recursos de jurisdicción interna.  Conforme a la información disponible, el incumplimiento de las referidas sentencias o, en otras palabras, la falta de pago de los referidos precatórios continúa hasta la presente fecha, por tanto la petición fue presentada dentro de un plazo razonable, en conformidad con el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH.   Asimismo, la Comisión Interamericana concluye que están cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.  Finalmente, la CIDH establece que si se prueban verdaderos, los alegatos de los peticionarios podrían caracterizar violaciones de los derechos consagrados en los artículos 8, 21
 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 del mismo tratado.

18.
Consecuentemente, la CIDH decide que la petición es admisible respecto de los referidos derechos consagrados en la Convención Americana.  Por otro lado, la CIDH resuelve que el peticionario no ha acreditado prima facie un supuesto incumplimiento con el artículo 28 de la Convención Americana, conforme al artículo 47.b de la Convención.
V. CONCLUSIONES

19.
La CIDH concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS DECIDE:
 
1.
Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 8, 21 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 del mismo tratado;
 
2.
Declarar inadmisible esta petición con relación al artículo 28 de la Convención Americana;

3.
Notificar esta decisión al Estado y al peticionario;
 
4.
Continuar con el análisis del fondo de la cuestión;
 
5.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y fimado en la ciudad de Washington, D.C., a los 31 días del mes de octubre de 2011.  (Assinado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vice-Presidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vice-Presidente; Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión.

� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la CIDH, el Comisionado Paulo Sérgio Pinheiro, de nacionalidad brasileña, no participó en el debate ni en la decisión del presente informe.


� Véase CIDH. Informe No. 133/09, Inadmisibilidad, Petición 989-04, Contribución a la seguridad social de funcionarios públicos jubilados y pensionistas – Sindicato de los Médicos del Distrito Federal (Brasil), 12 de noviembre de 2009, párr. 21; e Informe No. 134/09, Inadmisibilidad, Peticiones 1133-04 y 115-05, Contribución a la seguridad social de funcionarios públicos jubilados y pensionistas – UNAFISCO, CONAMP y otros (Brasil), 12 de noviembre de 2009, párr. 23.


� Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen a los peticionarios identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.





